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Propuesta de Reglamento UE: Marco jurídico societario 
del 28.º régimen “EU Inc.” 

El pasado 18 de marzo, la Comisión Europea presentó ante el Parlamento Europeo y el 
Consejo la propuesta de Reglamento para la creación de un nuevo tipo societario común 
para toda la UE, denominado EU Inc. 

La norma se refiere a este régimen como el 28º Régimen, ya que funcionará como una 
opción adicional a las leyes nacionales de los 27 Estados Miembros. 

Con esta norma, que podría estar vigente en 2027, se pretende: 

i. Reducir la burocracia y los costes administrativos para las pymes y startups 
innovadoras. 

ii. Ayudar a que las empresas europeas escalen más rápido dentro de Europa en 
lugar de trasladarse a EE. UU. u otros mercados. 

iii. Fomentar la competitividad global de la región frente a potencias como China o 
Estados Unidos. 

Entre las principales características de EU Inc. figuran las siguientes: 

i. Su carácter opcional: Las empresas podrán elegir entre este modelo europeo o las 
formas societarias nacionales tradicionales. 

ii. Procedimientos más sencillos y digitales: Permite el registro de una empresa de 
forma 100% online en menos de 48 horas a través de una interfaz centralizada de 
la UE. 

iii. Interoperabilidad: Una empresa registrada como EU Inc. bajo un conjunto único 
de normas podrá operar en cualquier país de la UE sin necesidad de crear filiales 
locales ni enfrentarse a 27 normativas distintas. 

iv. Mismo coste y reglas: Se estima un coste de constitución de unos 100 euros, con 
reglas armonizadas. 

Dicha propuesta de Reglamento se encuentra en fase de tramitación ante el Parlamento 
Europeo y el Consejo para su aprobación definitiva. 

  Novedades Legislativas  

  

• Propuesta de reglamento de la UE para crear la EU Inc. 
• Fecha: 18 de marzo de 2026. 
• Enlace al texto de la propuesta de reglamento: https://commission.europa.eu/document/3e9822aa-

8cef-40a1-904e-a53fc68e7265_en?prefLang=es  

https://commission.europa.eu/document/3e9822aa-8cef-40a1-904e-a53fc68e7265_en?prefLang=es
https://commission.europa.eu/document/3e9822aa-8cef-40a1-904e-a53fc68e7265_en?prefLang=es
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Directiva (UE) 2026/799, de 30 de marzo de 2026 

El pasado 1 de abril se publicó en el Diario Oficial de la Unión Europea la Directiva (UE) 
2026/799 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de marzo de 2026, relativa a la 
armonización de determinados aspectos del Derecho en materia de insolvencia (en 
adelante, la “Directiva”). 

La Directiva pretende introducir un marco armonizado en materia de insolvencia con el 
objetivo de reducir las divergencias entre los Estados miembros, regulando para ello, entre 
otros aspectos, (i) las acciones rescisorias, (ii) el rastreo de activos, (iii) los procedimientos 
de venta prenegociada (conocido como “prepack”), (iv) las obligaciones de los 
administradores en cuanto a la solicitud del procedimiento de insolvencia, (v) la creación 
de comités de acreedores y (vi) la elaboración de fichas de información esencial sobre los 
regímenes nacionales de insolvencia. 

Novedades: 

(i) En materia de acciones rescisorias:  

Si bien el régimen español de acciones rescisorias es sólido, la Directiva exige ciertas 
precisiones técnicas, como la posible inclusión de las “omisiones” dentro de los 
actos rescindibles y una mejor delimitación de excepciones y exclusiones, siempre 
en relación con el perjuicio a la masa. Además, se introducen matices sobre los 
actos congruentes no rescindibles, como el pago o garantía adecuada de créditos 
vencidos y exigibles, salvo que el acreedor conociera la situación de insolvencia del 
deudor. 

(ii) En relación con el rastreo de activos en el procedimiento de insolvencia:  

La Directiva refuerza las facultades de los administradores concursales, 
permitiéndoles acceder de forma ágil —incluido a nivel transfronterizo— a registros 
bancarios, registros de titularidad real y otras bases de datos patrimoniales, a través 
del sistema de interconexión “BARIS”, con el fin de identificar y rastrear los activos 
pertenecientes a la masa del concurso, así como los activos que puedan ser objeto 
de acciones rescisorias. 

(iii) En relación con los procedimientos de venta prenegociada (conocidos como 
“prepack”):  

La Directiva refuerza y armoniza las ventas prenegociadas (prepacks) de unidades 
productivas para hacerlas más competitivas y con una clara finalidad preventiva, 
extendiéndolas a deudores en probabilidad de insolvencia y clarificando el papel del 
supervisor, lo que puede mejorar y aclarar el régimen español.  

• Directiva (UE) 2026/799 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de marzo de 2026, relativa a la 
armonización de determinados aspectos del Derecho en materia de insolvencia. 

• Fecha: 1 de abril de 2026. 
• Enlace al texto de la Directiva: https://www.boe.es/doue/2026/799/L00001-00041.pdf 

https://www.boe.es/doue/2026/799/L00001-00041.pdf
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Se estructura un proceso bifásico: una fase confidencial de preparación, dirigida a 
identificar un comprador en condiciones de mercado; y una posterior fase de 
liquidación, que comenzará con el acuerdo de apertura del procedimiento de 
insolvencia, y en la que se ejecutará la venta autorizada por la autoridad competente.  

Se fijan estándares claros que permiten realizar la venta ya en la fase de preparación 
mediante reglas de competitividad, transparencia y equidad, o bien acudir de forma 
alternativa a una subasta pública en liquidación o a la aprobación por los 
acreedores.  

La Directiva introduce además criterios objetivos para identificar la mejor oferta, 
reforzando la seguridad jurídica del proceso. Asimismo, se incorpora un control de 
equidad basado en el test del mejor interés de los acreedores, que el supervisor debe 
verificar y declarar.  

Se regula también la financiación provisional durante la preparación, protegiendo a 
los financiadores y permitiendo establecer su prioridad de cobro y otorgar garantías 
sobre el producto de la venta, respetando la prelación.  

(iv) En relación con el deber de los administradores de solicitar la apertura del 
procedimiento de insolvencia:  

Si bien el ordenamiento jurídico español ya prevé expresamente una regulación al 
respecto de este extremo, la Directiva prevé determinadas cuestiones que podrían 
resultarnos de aplicación.  

En primer lugar, permite suspender el deber de solicitar el concurso si los 
administradores adoptan medidas alternativas que protejan a los acreedores igual 
que un proceso judicial. Como alternativa, los Estados podrán permitir que el 
administrador simplemente haga pública la insolvencia en el registro, dejando que 
sean los acreedores quienes tomen la iniciativa de actuar.  

Finalmente, se refuerza la responsabilidad civil por daños si se incumple el deber, si 
bien se prevé una potencial exoneración en el caso de que demuestre que 
objetivamente la medida que eligió ofrecía un resultado igual o mejor para los 
acreedores que el propio concurso.  

(v) Se contempla la constitución de comités de acreedores tras la apertura del 
procedimiento de insolvencia si la junta de acreedores así lo decide o si los propios 
acreedores lo solicitan—no obstante, los Estados miembros tendrán la facultad de 
limitar su creación cuando los acreedores sean empresas de gran tamaño—, tras la 
apertura del procedimiento, con funciones de supervisión, consulta y acceso a 
información relevante, y que estará encaminado a reflejar los distintos intereses de 
los acreedores. 
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Entrada en vigor: 

La Directiva deberá ser transpuesta por los Estados Miembros a más tardar el 22 de enero 
de 2029. No obstante, en relación con las disposiciones sobre acceso a información de 
cuentas bancarias, condiciones de acceso y seguimiento de las consultas en el marco del 
sistema “BARIS” (artículos 15, 16 y 17 de la Directiva), el plazo de transposición vencerá 
igualmente el 22 de enero de 2029, pero existirá la posibilidad de extenderse hasta julio de 
2029. 

Ley 1/2026, de 8 de abril integral de impulso de la 
economía social 

El pasado 9 de abril de 2026, se publicó en el BOE la Ley 1/2026, de 8 de abril, integral de 
impulso de la economía social (en adelante, la “Ley”). 

La Ley tiene como objetivo actualizar el marco normativo de la economía social, diseñando 
un marco legal comprensivo e integral favorable al mejor desarrollo de la actividad de los 
principales actores del sector, contribuyendo a una mayor cohesión social y a un progreso 
más sostenible, en respuesta a las transformaciones económicas y sociales aceleradas 
tras la crisis sanitaria y el contexto de incertidumbre actual. 

Mediante esta Ley se modifican las siguientes normas: 

(i) Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas,  

(ii) Ley 44/2007, de 13 de diciembre, para la regulación del régimen de las empresas de 
inserción. 

(iii) La Ley 5/2011, de 29 de marzo, de Economía Social,  

(iv) Ley 20/1990, de 19 de diciembre, sobre Régimen Fiscal de las Cooperativas. 

Novedades en materia de cooperativas: 

Centrándonos en las modificaciones que incorpora la norma en materia de Cooperativas, 
se destacan las siguientes: 

(i) Digitalización y telemática: Se incorpora de forma sistemática la web corporativa, 
las comunicaciones electrónicas y la asamblea y reuniones telemáticas. Se 
establece con carácter obligatorio para aquellas cooperativas que cuenten con más 
de quinientas (500) personas socias. 

(ii) Igualdad de género: Se incorporan medidas en materia de igualdad de trato y de 
oportunidades entre mujeres y hombres, introduciendo el deber de las cooperativas 

• Ley 1/2026, de 8 de abril, integral de impulso de la economía social. 
• Fecha: 9 de abril de 2026. 
• Enlace al texto de la Directiva: https://www.boe.es/boe/dias/2026/04/09/pdfs/BOE-A-2026-7967.pdf 

https://www.boe.es/boe/dias/2026/04/09/pdfs/BOE-A-2026-7967.pdf
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  Novedades Jurisprudenciales  

  

de garantizar dicha igualdad en su actividad societaria y empresarial y fomentando 
la presencia equilibrada de mujeres y hombres en los órganos sociales. 

Se crean la Comisión de Igualdad, los Planes de igualdad cooperativos, la presencia 
equilibrada en órganos y se actualiza el régimen de suspensión para incluir la 
violencia de género.  

(iii) Trabajo asociado: Se flexibiliza la incorporación de trabajadores como socios 
(posible periodo de prueba) y se amplían los incentivos y la asimilación a cuenta 
ajena.  

(iv) Lucha contra el fraude cooperativo: Se introduce el supuesto de "falsas 
cooperativas" como causa de descalificación.  

(v) Economía social y fomento: Se flexibiliza la imputación de resultados 
intercooperativos, se potencia el fomento sectorial y se amplían los incentivos al 
empleo.  

(vi) Voluntariedad de la Intervención: El órgano de Intervención pasa a ser facultativo. 

Entrada en vigor: 

La norma entró en vigor con carácter general el 10 de abril de 2026. Si bien se prevé que la 
obligación de contar con una página web corporativa en cooperativas con más de 
quinientas personas socias, entrará en vigor en el plazo de un año —10 de abril de 2027. 

Por su parte se prevé un régimen transitorio de depósito provisional de los planes de 
igualdad cooperativos hasta que se habilite su registro específico.  

 

 

Convocatoria de la Junta General: Validez de la 
notificación al presidente del consejo de 
administración del socio 

El Tribunal Supremo aborda en la presente resolución la validez de la convocatoria de una 
junta general de una sociedad de responsabilidad limitada, integrada por dos socios al 50 
%, ambas personas jurídicas, en la que la comunicación se realiza a través del presidente 
del consejo de administración de uno de ellos.  

El litigio tiene su origen en la impugnación de una junta general extraordinaria, por 
defectos en la convocatoria, en la que se acordó ejercitar la acción de responsabilidad 
contra uno de los administradores solidarios y su destitución (que coincidía con el socio 

• Resolución: Sentencia de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo. 
• Fecha: 24 de marzo de 2026. 
• Enlace al texto de la resolución: STS 1317/2026 - ECLI:ES:TS:2026 

 
 
 
:1317 

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/3f140b66181d48d1a0a8778d75e36f0d/20260407
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/3f140b66181d48d1a0a8778d75e36f0d/20260407
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/3f140b66181d48d1a0a8778d75e36f0d/20260407
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/3f140b66181d48d1a0a8778d75e36f0d/20260407
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/3f140b66181d48d1a0a8778d75e36f0d/20260407
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impugnante), al no haber sido recogido en Correos el burofax remitido al domicilio del 
socio demandante, si bien el presidente de su consejo de administración sí recibió el 
burofax.  

El Tribunal supremo estima el recurso de casación y revoca las resoluciones de las 
instancias anteriores, y para ello parte de su doctrina consolidada según la cual, fuera de 
los supuestos de junta universal, la convocatoria debe ajustarse a las exigencias legales 
o estatutarias, pero centra el análisis en la aplicación del artículo 235 de la Ley de 
Sociedades de Capital (“LSC”), precepto que no fue adecuadamente considerado por las 
instancias. 

El Alto Tribunal distingue entre el poder de representación de los administradores (art. 
233 LSC) y la facultad específica de recibir comunicaciones y notificaciones (art. 235 
LSC). Este último establece una regla especial: en sociedades con consejo de 
administración, las comunicaciones dirigidas a la sociedad deben entenderse válidamente 
realizadas cuando se entregan a su presidente. La finalidad de esta norma es facilitar y 
simplificar el tráfico jurídico, asegurando un canal claro de recepción de comunicaciones. 

Sobre esta base, el Tribunal Supremo concluye que la recepción de la convocatoria por 
el presidente del consejo de administración del socio es suficiente para entender 
correctamente realizada la convocatoria y rechaza que pueda quedar al arbitrio de dicho 
presidente alegar su falta de intervención en la gestión o su omisión de trasladar la 
información a la sociedad, subrayando que el cargo de administrador conlleva deberes 
legales de diligencia, vigilancia y responsabilidad. Entre estos deberes se incluye 
necesariamente la correcta gestión de las comunicaciones recibidas en nombre de la 
sociedad. 

Participaciones sin voto: interpretación del 
presupuesto legal para la recuperación del derecho de 
voto por falta de dividendo mínimo 

En la presente resolución, el Tribunal Supremo analiza la interpretación del artículo 99.3 
LSC, y en concreto el presupuesto que debe concurrir para que el titular de participaciones 
sin voto recupere el derecho de voto, en un caso en que las participaciones sin voto habían 
sido creadas en el propio ejercicio y no se habían aprobado aún las cuentas del primer 
periodo afectado. 

El litigio se origina con la impugnación de un acuerdo social adoptado en una junta general 
en la que se permitió votar a un socio titular de participaciones sin voto. La demandante 
sostiene que dicho voto fue determinante para la aprobación del acuerdo y, por tanto, 
invalida el resultado. Tanto el juzgado de lo mercantil como la audiencia provincial 

• Resolución: Sentencia de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo.  
• Fecha: 20 de marzo de 2026. 
• Enlace al texto de la resolución:  STS 1138/2026 - ECLI:ES:TS:2026:1138 

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/544365620fb5f304a0a8778d75e36f0d/20260326
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desestiman la demanda al entender que, al no haberse satisfecho el dividendo mínimo, 
esas participaciones recuperaban el derecho de voto conforme al art. 99.3 LSC. 

El Tribunal Supremo estima el recurso de casación e interpreta el artículo 99.3 LSC, 
poniendo de relieve que el presupuesto de que “no se satisfaga el dividendo mínimo”, 
que prevé este precepto, se refiere a los ejercicios económicos ya concluidos y 
posteriores al momento en que se crearon las participaciones sin voto. El derecho al 
dividiendo mínimo no existe hasta que se apruebas las cuentas con beneficios 
repartibles. 

En el caso analizado, las participaciones sin voto se crearon en 2018 y la junta en la que se 
discutió el derecho de voto se celebró en marzo de 2019, antes de que se cumpliera el 
plazo legal para la aprobación de las cuentas del ejercicio 2018; por tanto, en dicha junta 
no podía haberse cumplido todavía el presupuesto del artículo 99.3 LSC y el socio titular 
de participaciones sin voto, no debería haber votado. Al resultar el voto inválido 
determinante para la consecución de la mayoría – superando el test de resistencia del 
artículo 204.3 d) LSC- queda justificada la nulidad del acuerdo impugnado. 

Cese y nombramiento de administrador único sin 
inclusión en el orden del día 

En esta resolución, el Tribunal Supremo examina si son válidos los acuerdos de cese de 
administrador único y el consiguiente nombramiento de un nuevo administrador 
adoptados en junta general cuando ninguno de dichos acuerdos figuraba en el orden del 
día de la convocatoria, a la luz de lo dispuesto en el artículo 223.1 LSC. 

El Tribunal Supremo desestima tanto el recurso extraordinario por infracción procesal 
como el recurso de casación, confirmando la validez de los acuerdos y poniendo de relieve, 
en cuanto al cese, que el artículo 223.1 LSC establece expresamente que los 
administradores pueden ser separados "en cualquier momento por la junta general aun 
cuando la separación no conste en el orden del día", constituyendo una excepción a la 
regla general del artículo 174 LSC.  

En cuanto al nombramiento del nuevo administrador, el Tribunal, reconociendo que la 
norma no lo menciona expresamente como excepción, realiza una interpretación 
sistemática y finalista y considera que esta excepción se extiende necesariamente al 
nombramiento del sustituto cuando se cesa al administrador único, al tratarse de un 
acuerdo conexo y necesario para evitar la acefalía societaria; criterio que confirma y 
actualiza la jurisprudencia precedente de la Sala. Por último, aclara que, en todo caso, lo 
que no cabría en este tipo de supuestos sería modificar el tipo del órgano de 
administración. 

• Resolución: Sentencia de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo.  
• Fecha:. 16 de marzo de 2026 
• Enlace al texto de la resolución: STS 1133/2026 - ECLI:ES:TS:2026:1133 

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/c3a1467c13212d58a0a8778d75e36f0d/20260326
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Impugnación de acuerdos sociales y límites del 
derecho de información del socio 

La Audiencia Provincial de Madrid resuelve un recurso de apelación en materia de 
impugnación de acuerdos sociales adoptados por una sociedad durante su fase de 
liquidación, relativos, entre otros extremos, al nombramiento de liquidadores, la 
aprobación del balance final de liquidación y la determinación de la cuota de liquidación. 

El socio demandante había solicitado la nulidad de dichos acuerdos alegando, 
principalmente, la vulneración de su derecho de información, así como la existencia de 
acuerdos contrarios a los estatutos, lesivos para el interés social y adoptados con abuso 
de mayoría. La sentencia de primera instancia estimó íntegramente la demanda y declaró 
la nulidad de los acuerdos impugnados. 

La Audiencia Provincial estima el recurso de apelación interpuesto por la sociedad al 
considerar que la demanda no identificaba con la precisión necesaria qué vicio 
afectaba a cada acuerdo impugnado. En particular, señala que no se concretó qué 
información fue solicitada, cuál fue denegada o facilitada incorrectamente y por qué 
dicha información era esencial para el ejercicio razonable del derecho de voto, 
conforme al art. 204.3.b) LSC. 

Asimismo, la Sala descarta que pueda prosperar una impugnación basada de forma 
genérica en la lesión del interés social o en el abuso de mayoría si no se explica qué 
acuerdo concreto produce dicha lesión, qué beneficio obtiene la mayoría o un tercero, ni 
en qué consiste el detrimento injustificado para el socio minoritario. 

 

******** 

 

Para cualquier duda o comentario puede contactar con: 
 
Prudencio López 
plopez@deloitte.es 
 

Inmaculada Serra 
iserra@deloitte.es 

 

• Resolución: Sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid, Sección 28.ª. 
• Fecha: 20 de febrero de 2026. 
• Enlace al texto de la resolución: SAP M 3188/2026 - ECLI:ES:APM:2026:3188 
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